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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-002-2008-00465-01
Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
MARÍA VICTORIA PELÁEZ FRANCO
Demandado

:
INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES

Juzgado de Origen
: 
Segundo Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE 2ª INSTANCIA
Tema                              : 
Hay lugar a declarar probada la excepción de cosa juzgada, cuando se verifica en el segundo proceso la existencia de todas las exigencias establecidas en el artículo 332 del C.P.C., esto es, cuando existe identidad de partes, identidad de objeto e identidad de causa.
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0054
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los veinte (20) días del mes de agosto del año dos mil nueve (2009), siendo las cinco de la tarde (05:00 p.m.) fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por la señora MARÍA VICTORIA PELÁEZ FRANCO en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:
Pasa la Sala a desatar el grado jurisdiccional de consulta contra la sentencia emitida el 01 de julio de 2009 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:

Que se declare que la señora MARÍA VICTORIA PELÁEZ, es beneficiaria del régimen de transición  establecido en la Ley 100 de 1993 y por ende su pensión debe liquidarse con base en el Acuerdo 049 de 1990, y como consecuencia de ello, se condene al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a reajustar la pensión de vejez de la actora a partir del 25 de febrero de 2005. 

Solicita igualmente que se declare que tiene derecho al reconocimiento del incremento pensional del 7% sobre su pensión, por tener a su cargo a su hija menor LILI ANDREA VEGA PELAÉZ.

Finalmente depreca que se reconozcan intereses  moratorios y se  condene en costas procesales a la entidad demandada.
2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

La accionante a través de representante judicial, manifiesta que mediante Resolución N° 4655 de 2005, el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, le reconoció la pensión de vejez a partir del 23 de febrero de 2005, por valor de $592.069, liquidación que se basó en 1625 semanas de cotización y un IBL de $744.553, que dicha liquidación se realizó con base en la Ley 797 de 2003 a sabiendas que es beneficiaria del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, por lo que debía aplicársele el Acuerdo 049 de 1990, y bajo él, no es necesario acumular tiempo de servicios del sector público, porque ello se traduce en desmejora del monto de la pensión y el derecho a los incrementos pensionales al que tiene derecho por tener a su cargo a su hija menor LILY ANDREA VEGA.
Aduce la demandante que con base en el artículo 20 del Acuerdo 049 de 1990, el monto de su pensión debió reconocérsele con el 81% del IBL, por haber cotizado 8.037 días o 1.148 semanas, lo que indica que es mayor al monto reconocido en la Resolución 4655 de 2005. 

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que manifiesta que no son ciertos la mayoría de los hechos relatados en la demanda. Se opuso expresamente a las pretensiones de la demanda y excepcionó “COSA JUZGADA”, “FALTA DE CAUSA POR INEXISTENCIA DEL DERECHO A LA RELIQUIDACION DE LA PENSION DE VEJEZ EN LA FORMA PRETENDIDA”, “INDEBIDA INTERPRETACIÓN DE LA NORMA” “IMPROCEDENCIA CONDENA POR INTERESES MORA EN LA FORMA PRETENDIDA” y “FALTA DE REQUISITOS LEGALES PARA ACCEDER AL INCREMENTO PENSIONAL”.
III. LA SENTENCIA CONSULTADA
Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia, través de la sentencia objeto de censura en la que declaró próspera la excepción de cosa juzgada formulada por el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES y lo absolvió de todas las pretensiones formuladas en su contra por la señora MARÍA VICTORIA PELÁEZ FRANCO, condenándola en costas.
Para arribar a la anterior determinación, expresó que ante el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, la demandante había tramitado proceso ordinario en contra del Instituto de Seguros Sociales, donde las pretensiones eran las mismas planteadas a través del presente proceso. En esa ocasión el juzgado de conocimiento profirió decisión declarando que la actora era beneficiaria del régimen de transición, pero negó los demás pedimentos, decisión que fue confirmada por el Tribunal Superior de esta ciudad.
IV.- DE LA PROCEDENCIA DE LA CONSULTA

La Consulta es un segundo grado de competencia funcional, destinada a que el superior revise oficiosamente las sentencias proferidas por el a quo, cuando las pretensiones resultan adversas al trabajador y no se interpone recurso de apelación.

Por lo anterior, en virtud de lo dispuesto por el artículo 69 del C.P.T y de la S.S., es forzosa la consulta de la sentencia que resultó  desfavorable totalmente a las pretensiones del demandante, a fin de proteger en forma inmediata los derechos irrenunciables del trabajador y hacer efectivo el acatamiento de las normas laborales, dada su connotación de orden público.
VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:
Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

De los hechos que soportan la demanda, las pruebas que obran en el proceso y los fundamentos de la sentencia de primer grado, se desprende que el (los) problema(s) jurídico(s)  por resolver es (son) el (los) siguiente(s):

a. ¿La identidad en las pretensiones de un proceso a otro cuando además existe identidad de partes y de causa, es suficiente para que se declare probada la excepción de cosa juzgada?
3. Precedente Jurisprudencial sobre la cosa juzgada: 

Para desatar el grado jurisdiccional objeto de estudio, se hace necesario recordar que la razón de ser de la figura procesal de la cosa juzgada está en la inmutabilidad  y definitividad de la declaración de certeza contenida en un fallo judicial, con las cuales se construye la seguridad jurídica indispensable para que un sistema de justicia funcione adecuadamente, es decir, que el asunto o punto respectivo no pueda volver a ser debatido en los estrados judiciales, caso en el cual, el juez del nuevo proceso debe abstenerse de fallar de fondo si encuentra que existe identidad entre lo pretendido en la nueva demanda y lo resuelto en la sentencia original.
Conforme lo indica la  doctrina, la  cosa juzgada  está sujeta a dos límites, uno objetivo compuesto por el objeto o pretensiones sobre  el que versó el litigio y de la causa o hechos o de donde se quiso deducir la pretensión, y el subjetivo que tiene que ver con las personas que fueron partes en el proceso anterior.


Por su parte, el artículo 331 del Código de Procedimiento Civil, aplicado por analogía en materia laboral, establece que una sentencia ejecutoriada proferida en proceso contencioso tiene fuerza de cosa juzgada, siempre que el nuevo proceso verse sobre el mismo objeto, se funde en la misma causa que el anterior y entrambos procesos exista identidad jurídica de partes. 

 
En la Sentencia de Tutela T-048 del 1º de febrero de 1999, con Ponencia del Magistrado JOSE GREGORIO HERNÁNDEZ GALINDO, la Corte Constitucional explica claramente lo que debe entenderse por identidad de objeto, causa y de partes de que habla la referida norma, en los siguientes términos: 

“Como quiera que el significado primigenio de los principios non bis idem y de cosa juzgada consiste en impedir que los hechos o conductas debatidos y resueltos en un determinado proceso judicial vuelvan a ser discutidos por otro funcionario en un juicio posterior, esta Corporación ha considerado que la relación que debe existir entre los hechos, el objeto y la causa de esos dos procesos debe ser de identidad.

(…)

Conforme a la jurisprudencia y la doctrina nacionales, el objeto de un proceso se encuentra definido tanto por las declaraciones que, en concreto, se solicitan a la administración de justicia (petitum), como por el pronunciamiento específico del órgano judicial en la parte resolutiva de la respectiva sentencia con respecto al petitum. En realción con la causa petendi o causa de pedir, las mismas fuentes señalan que éste hace referencia a las razones que sustentan las peticiones del demandante ante el juez. Es así como la causa petendi contiene, por una parte, un componente fáctico constituido por una serie de hechos concretos y, de otro lado, un componente jurídico, constituido no solo por las normas jurídicas a las cuales se deben adecuar los hechos planteados sino, también, por el específico proceso argumentativo que sustenta la anotada adecuación. En suma, es posible afirmar que la causa petendi es aquel grupo de hechos jurídicamente calificados de los cuales se busca extraer una concreta consecuencia jurídica”.   
 4. Caso concreto:
En el presente asunto la a-quo declaró probada la excepción de “Cosa Juzgada”, y como fundamento de ello, manifestó que en el Juzgado Tercero Laboral de Pereira, se profirió una sentencia en proceso anterior que definió – negativamente-, la mayoría de pretensiones que fueron invocadas, esto es, solo se accedió a que se declarara que la demandante era beneficiaria del régimen de transición consagrado en la Ley 100 de 1993, pero se negó lo relacionado con que se reajustara la pensión de vejez desde el 23 de febrero de 2005, en cuantía del 90% del IBL calculado sobre lo devengado durante toda su vida laboral, o que el porcentaje de la pensión fuera equivalente al 81%, así mismo se negó el reconocimiento del incremento pensional del 7%, demanda promovida por la señora María Victoria Peláez también contra el Instituto de los Seguros Sociales.
 En el presente proceso, la señora PELAÉZ FRANCO, busca igualmente el reconocimiento a su favor del régimen de transición y consecuente con ello, que se le liquide la pensión con base en el Acuerdo 049 de 1990, y se condene al ISS a reajustar la pensión de vejez a partir del 25 de febrero de 2005, y finalmente que se declare que tiene derecho al reconocimiento del incremento pensional del 7% sobre su pensión, por tener a su cargo a su hija menor LILI ANDREA VEGA PELAÉZ.

La Juez de primera instancia consideró que se encontraba probada la excepción de cosa juzgada porque se cumplían los tres requisitos de que habla el Art. 332 del C.P.C, conclusión que avala esta Corporación por las siguientes razones: 

a) Identidad de partes: Existe identidad jurídica de las partes porque en ambos procesos figura como demandante, la señora MARÍA VICTORIA PELÁEZ FRANCO y como demandado el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

b) Identidad de objeto: Encuentra la Sala que las pretensiones en este nuevo proceso se encaminan a solicitar el reajuste pensional con base en el Acuerdo 049 de 1990 y el incremento pensional del 7% por hijo a cargo, mismas que fueron solicitadas en el proceso primigenio y que fueron resueltas desfavorablemente en esa oportunidad.

c) Identidad de causa: En ambos procesos la causa para pedir la constituye la inconformidad de la demandante en relación con la normatividad bajo la cual se le reconoció la pensión de vejez por parte del ISS.

En efecto, al encontrarse verificados los requisitos del artículo 332 del C.P.C., no queda más camino que apadrinar la decisión de primera instancia por estar conforme a derecho.
Finalmente se le recuerda a la demandante que la administración de justicia no es un juego de azar donde uno puede apostar indefinidamente con diferentes números hasta lograr que la suerte le sonría. La administración de justicia es un escenario de absoluto respeto que procura develar la verdad a efectos de reconocer o negar los derechos de quienes acuden a ella, con fundamento en los argumentos fácticos y probatorios que llevan al proceso precisamente quienes intervienen en él. 

Bastan los anteriores argumentos para confirmar la decisión consultada. 
En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:
PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 01 de julio de 2009, por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por la señora MARÍA VICTORIA PELÁEZ FRANCO contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 

SEGUNDO.- Sin costas en este grado jurisdiccional.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
HERNÁN MEJÍA URIBE


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
(Impedido)

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO
Secretaria

